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PüENO

Excmog.  Sreg . :

D. Francisco Tomás y Valiente

D. Francisco Rubio Llorente
D. Fernando Garcfa*Mon y

GonzáIez Regueral

D. Carlos de 1a Vega Benayas
D. Miguel Rodrfguez'Piñero y

Bravo Ferrer

D. Jesús Leguina Vi l la

D. Luis López Guerra

D. José Luis de los Mozos y

de Los Mozoe

D. Alvaro Rodrfguez Bereijo
D. Vicente Gimeno Sendra
D. .Iosé Gabaldón L6pez

EI Pleno del Tribunal

del dfa de hoy y en el asunto de

el siguiente

Núm. de Reqistro¡ 2808/90

ASITNTO: Cueet,ión de inconet,i-

t,ucionalidad promovida por el

.fuzgado de Inst,rucción nrlm. 6

de Cast,ellón de Ia Plana, en

dil igencias previas nr1m.

L849  /90 .

SOBRE : Supuest,a inconst,itucio-

nalidad del art. L2 de la Ley

sobre Tráfico, Circulación de

Vehfculos a Motor y Seguridad

V ia l ;  a r t .  52 .T I ,  I I I  y  IV  de l

Código de la Circulación y

arts,  L,  2 y 8 de la Orden Mi-

nister ia l  de 29 de ju l io de

1981 .

Const,it,ucional r €rr su reunión

referencia, ha acordado dict,ar

AUTO

I. ANTECEDENTES

L. EI Juzgado de Inst,rucción nún. 6 de Castellón de
la Plana, mediant,e escriLo registrado en este Tribunal Consti-
tucional e1 dla 4 de diciembre de 1990r prornovió, por Auüo dic-
tado el 22 de noviembre rlLtirno en diligencias previas núm.
L849/90, cuest ión sobre la posible inconst i tucional idad de los
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art,s. L2 del Texto Articulado de Ia Ley sobre Tráfico, Circula-

ción de Vehfculos a Motor y Segur idad Vial¡  52. IT,  I I I  y IV del
Código de la Circulación y L, 2 y I de la Orden Ministerial de

29 de jutio de 1981 sobre invest,igación del grado de
impregnación alcohólica de los usuarios de las vfas públicas

por contradicción con los arts.  L7,  24 y LL7.3 de la Const i tu-
c ión .

2. En el Juzgado de fnstrucción nrlrn. 6 de Castellón
de la Plana se incoaron diligencias previas en virtud de denun-

cia de la Agrupación de Tráfico de la Guardia Civil contra don
Antonio Julve Garcés por conducción bajo la influencia de bebi-
das alcohólicas, en base a prueba de detección alcohólica. Re-
cibida declaración a1 denunciado por eI Titular del Juzgado de
Inst,rucción, se acordó el archivo de las actuaciones por Auto
de 3 de sept iembre de L990, de conformidad con los art ,s.  789.5,
reeolución pr imera, y 64L.L de la L.g.Cr in.  Coneideró el  órgano
judicial que del result,ado de 1a segunda prueba practicada (1r5
gramos de alcohol  por L.000 cent lmetros cúbicos de sangre),  asf
como de la "indicación de l-a fuerza actuante de que el denun-
ciado tenfa una deambulación normal y una mirada bril lante, te-
nfa un aspecto general normaL, siendo su comportamiento arro-
ganLe" no podÍan apreciarse indicios de conducción bajo la in-
fluencia de bebidas alcohólicas en base únicament,e a su alienLo
y 8u mirada. Contra el citado Auto int,erpuso recurso de reforma
y subsidiario de apelación el Minist,erio Fiscal, acordando el
i luzgado de Inst,rucción por Auto de 22 de noviembre de 1990,
ofda Ia represent,ación def inculpado y el Minj.sterio Fiscal,
elevar la preeente cuest,ión de inconstitucionalidad.

Se dice en l-a fundamentación del Auto de plantea-

miento que los preceptos de cuya const,it,ucionalidad se duda eon
aplicables al caso que se pret,ende resolver, siendo det,ermi-
nanLes para la resolución del recurso de reforma interpuesto
por el Ministerio Fiscal contra el Auto por el que se decretó
eL archivo de las dil igencias previae. En efecto, de ser con-
trarios a la Const,itución los art,s . 52.III y IV del Código de
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la Circulación, L, 2 y I de la Orden Minieterial de 29 de julio

de 1981 y L2 del TexLo Articulado de la Ley sobre Tráfico, Cir-

culación de Vehfculoe a Motor y Seguridad Vial, entonces decae-

rfa el- rlnico fundamento de la denuncia formulada por Ia Guardia

Civil, constituido por eI resultado de la prueba de det,ermina-

ción del grado de alcohol en la sangre de1 inculpado. Por eI

cont,rario, si el juicio de constitucionalidad de aguellos pre-

ceptos reEultase positivo, existirfan indicios de criminalidad

valorables en relación con un delito confra la seguridad del

t,ráfico previsto y penado en el art. 340 bis a) del Código Pe-

nal y en tal casb eerfa pert,inente estimar la impugnación del

Minist,erio Prlblico y mandar pract,icar las dil igencias previst,ae

en  e l  a r t .  789 .2  y  3  de  la  L .E .Cr im. .

Se indica más .adelant,e en la fundamentación del
Auto que la doctrina reiterada de este Tribunal Constitucional,

en el sentido de que la coneideración del test, alcoholémico
como prueba est,á eupedit,ada a la ealvaguarda del derecho de de-

fensa y a que se incorpore aI proceso de forma que resuLten

respet,ados, en la medida de 1o posible, 1os principios de inme-
diación judicial, oralidad y contradicción, no es conforme aI

cont,enido esencial de los derechos fundamentales invocados en

l-os respectivos procesos const.it,ucionales y que este Tribunal
Conet,j.tucional con Ia doctrina indicada se ha limitado a garan-

tizar el respecto a la inmediación judicial, oralidad y cont,ra-

dicción sólo en Ia "incorporación" de la prueba al proceso, mas
no en su práct,ica, esto es, en eI momento de Ia formación misma
del materj,al probatorio preconst,ituido. Por ello, nediante el
planteamiento de la cuest,ión se pretende Ia declaración de

inconst,it,ucionalidad de los preceptoe cuestionados por su con-

radicción con los arts. L7, 24 y LL7 de la ConstiLución por

una doble vfa: en primer lugar, sometiendo al Tribunal como

cuest,ión nueva Ia posible inconstit,ucionalidad del art. L2 del
Texto Articulado de Ia Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehf-
culoe a Motor y Seguridad Vial t yt en segundo lugar, mediante

la revisión de la doct,rina const,it,ucional- contenida en dist,in-
tas resoluciones de este Tribunal sobre Ia consideración det
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test alcohol.fmetro como prueba.

Considera eI  órgano judic ia l  que los arts.  52.T.T.1

III y IV del Código de la Circulación, L, 2 y I de la Orden Mi-

nisterial de 29 de julio de L981 y LZ del Texto Articulado de

la Ley sobre e1 Tráfico, Circulación de Vehfculos a Motor y Se-
gur idad Vial  son cont,rar ios al  ar t .  L7.L de la C.8. ,  en cuanto
eI conductor que recibe eI requerimiento de una fuerza de segu-

ridad de detener su vehfculo y eometerse a la prueba de

detección alcohóIica se ve privado, aun en el caso de que se
niegue a rea1izar la prueba, de su libertad ambulatoria durante
eI t iempo preciso para la práctica de las dil igencias
policialee, 1o que conet,ituye una detención en el sent,ido cons-
t,itucional de término. Asimismo, Los citados preceptos son con-
t,rarios a los arts . L7 .3 y 24 de La Constitución, ya que adole-
cen de un vicio determinante de indefensión para eI usuario de
la vfa pública, €1 cual es requerido para someteree a la prueba

de alcoholemia sin int,ervención de Letrado, pese a que det re-
eultado de la prueba podrfa derivaree au inculpación en un pro-

ceao criminal por delito contra la seguridad del tráfico. Tarn-

bién vulnerarfa eI derecho a un proceso con las garantlas pro-

cesales, dl no disponer el imputado de las garant,fas de contra-
dicción que le conf iere el  ar t .  24 de la C.8. ,  y la reserva de
jur iedicción a favor de los Jueces y Tr ibunales (art .  1L7.3
C.E.) ,  ya gue consist , iendo Ia detección de alcohol  en sangre en
un prueba pericial, según Ia doct,rina constitucional, e6 conae-
cuencia ineludible gue Ia misma debe ser realizada precisament,e

en presencia judicialr @n virtud de reeolución juriediccional

fundada, recafda en el marco del proceso penal y no en eI de
una actuación policial preprocesal. Por ú}timo, eetima el
órgano judicial que eI art,. 8 de la Orden Ministerial de 1981
€Er además, contrario al arL. L7.L de la Const,itución, €n cüon-
to erige en infracción administrativa la negativa a someterse
al test de alcoholemia, lo que vulnera Ia l ibertad de Ia volun-
tad que se consagra en el citado precepto conet,itucional.

3. La Sección Segunda del Pleno de este Tribunal,
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mediant,e providencia de L4 de enero de 1991, acordó tener por

recibidas las actuaciones y ofr al Fiscal General del Estado
para que en el plazo de diez dfas pudiera alegar 1o que estima-
se procedent,e en orden a la posible concurrencia, o nor de las
condiciones procesales necesarias para Ia admisión de la cues-

tión, en especial por 1o que se refiere a la aplicabil idad de

la norma cueetionada y a 1a posible falt,a de legitinación del

Juez fnstructor para eL planteamiento de dicha cuestión, y de

aer la cuest,ión propuesta notoriamente infundada.

4.  EI  Fiscal  General  del  Eetador €n escr i to regis-
t,rado en este Tribunal con fecha 29 de enero de 1991¡ s€ remi-
tió, por ser idént,ico el Auto que plantea la presente cuest,ión
al que origina la cuestión de inconstitucionalidad 2807 /90, a
las alegaciones formuladas respecto a esta r1lt ima. En las cita-
das alegaciones manif iesta que la cuestión de

inconstitucionalidad ha de quedar l-imit,ada al art,. L2 de la Ley
sobre Tráfico y CircuLación de Vehfculos a Motor y Seguridad

Vial  (L.T.  ) ,  ya que ni  e l  Código de la Circulación, mero regla-
mento, ni la Orden del Ministerio del Interior de 29 de julio

de LgSL son normas con "rango de Ley" tal como exigen los arts.
L63 C.E. y 35.L LOTC para que pueda plant,earse la cueet ión de

inconst i tucional idad. Pues bien, €1 c i tado art .  L2 L.T.  no con-
Liene disposición alguna que concierna a una actuacj.ón judicial

penal, I imit,ándose eI precepto cuestionado a disponer, primero,
que no podrán circular por las vÍas públicas el conductor de un
vehfculo de motor con t,asas euperiores a las reglamentariamente
estabfecidae; segundo, que todo conduct,or queda obligado a Eo-
meterse a las oport,unas pruebas de alcoholemia; y, tercero,
cuáles 6on las garant,fas mfnimas de su práctica. De modo que la
única referencia a Ia autoridad judicial que se cont,iene en eI
precepto cuest,ionado es que puede ordenar que se repitan las
pruebas a efect,os de cont,raste y que el personal sanit,ario, no
los agentes de t,ráfico que son los encargados de practicar las
pruebae en ruta, vendrán obligadoe a darle cuenta en todo caso
del resultado de las pruebas que practiquen. Dado que eI art.
L2 L. T. , df que h+y que cont,raer la cuestión de
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inconst,itucionalidad, no contiene prescripción que hayan de

aplicar los Jueces, o más especlf icament,e el ,fuez que la plan-

tea, es preciso concluir su no aplicabitidad al caso sobre el
que t,enf.a que pronunciarse ya que se t,rata de un precepto ajeno

a 1o que tenfa que resolver si el- hecho denunciado revestfa o

no caract,eres de delito. Inaplicabil idad, en definit iva, que ha
de conducir a la inadmisión de la presente cuest,ión según 1o
que autor iza el  ar t .  37.L C.E. al  inobservarse una de las exi-
genciae procesales dispuestas en el  ar t .  35.1 LO8C.

Alcanzada Ia anterior conclueión, menor importancia
cobra,  señala eI  Fiscal  General  del  Estado, Bi  e l  Juez de Ins-
trucción es compet,ent,e para plantear la cuest,ión que ha elevado
a este Tribunal, yd que aquéI, a quien no le corresponde fallar
la causa, estaba valorando Ia corrección de una prueba que te-
nfa que hacerse en eI momento de juzgar y no al instruir. Tesis
que se ve reforzada por el hecho de que el Juez de Inst,rucción
para adoptar su inicial resolución de archivar no tuvo en con-
sideración si la prueba de alcoholernia habfa respetado las ga-

rantfas constitucionales. Con cita de1 Auto del Pleno de este
Tr ibunal  de 13 de marzo de 1990 (CI 277 /90),  coneidera eI  Fis-
cal General del Estado conveniente eü€r apreciada la existen-
cia de un hecho con apariencia delictiva, los juicios relativos
a Ia corrección constitucional de Ia prueba, aceptada su perti-

nencia procesal, hayan de reservarse a quienes t, ienen la fun-
ción propia de juzgar. ConcLusión que avala la necesidad de
mantener las cueet,iones de inconetitucionalidad dentro de los
cauces que les son propios. Finalmente, pese al esfuerzo

argument,al del Juez promoviente, la cuestión planteada ya está
en su mayor parte resuel-ta por este Tribunal, y fo que pretende

el órgano judicial que Ia euscita ea la revisión de dicha doc-
j -na.  Pues bien, ni  hay vulneración del  ar t .  L7 C.8. ,  puesto

que no se priva de libert,ad al conductor aI que se le pract,ica

la prueba de alcoholemia,  n i  del  ar t .  24.1 C.8. ,  yd qlue al  no
exist,ir detención no son aplicables las prevenciones de la
L.E.Crim.,  respecto a los detenidos, ni ,  f inalmente,  del  ar : t .
L1.7.3 C.8. ,  dado que ni  a l  pract , icarse la prueba se está técni-
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camente en un proceso, ni es posible advert,ir que t,al investi-
gación policial excluya o invada Ia pot,est,ad juzgadora de la
jur isdicción.

En consecuencia, estima el Fiscal General del Esta-

do que procede acordar la inadmisión de la presente cuestión de

conformidad con el art. 37 LOTC.

rr. FgNDAIÍENTOS JITRTDTCOS

1. Reit,eradamente ha señalado este Tribunal gue la

cuestión de inconet,itucionalidad no es un medio concedido a los
órganos judiciales para una depuración abstracta del
ordenamiento jurfdico, sino que representa un inst,rumento pro-

cesal puesto a disposición de aquéIlos para concil iar la doble
obligación de su somet,imiento a Ia Ley y a Ia Const,i,t,ución.

Est,a configuración explica el carácter de control concreto de
conet,it,ucionalidad de las leyes que la cuectión promovida por

Jueces y Tribunales t,ienen en nuesLro ordenamiento y da sent,ido
tanto a los requieitos que el art. 163 de la Constitución y la
LOTC imponen para la admisión de las cuestiones de
inconstit,ucionalidad como a la riguroaa e indispensable verif i-

cación gue este Tribunal ha de realizar reepecto al adecuado
cumplirnient,o de t,al-es requisitos.

Como requisito para que pueda ser promovida por

Jueces y TribunaLes una cuestión de inconstitucionalidad, el
a r t ,  163 de  la  C.E.  -y  en  té rminoe s imi la res  e l  a r t .  35 .1 .  de  Ia
LOTC- exige que la norma cuestionada, que se coneidere que pue-

de ser contraria a la Constitución, sea una norma con rango de

Ley. En el presente caso, 1as normas que se cuestionan Eon el
art. L2 del Texto Articulado de la Ley eobre Tráfico, Circula-
ción de Vehfculos a Motor y Seguridad Vial (L.T. ), aprobado por

ReaL Decreto Legislat,ivo 339/L990, de 2 de marzoi el arL.
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52.I I ,  I I I  y IV del  Código de la Circulación, cuerpo normat ivo
que fue promulgado por un DecreLo de la Presidencia de Gobierno

de 25 de sept,iembre de Lg34 y que ha recibido su redacción ac-

t,ual en virtud de un Decreto de 26 de dicienbre de L968¡ y, f i-

nalment,e, 1os art,s. L, 2 y 8 de la Orden Minist,erial de 29 de
julio de 198L, sobre investigación del grado de impregnación

alcohól ica de 1os usuar ios de las vfae púbI icas.  La fal ta de

rango o fuerza de Ley del Código de la Circulación, al que no
es posible atribuir otra fuerza normativa que la propia de un

reglament,o de la Administracj-ón Pública (ATC 2L4/L982,, y de Ia

Orden Minist,erial de 29 de julio de 1981 obliga a ent,ender in-

cunplido, respecto a los preceptos cuest,ionados de las citadae

disposic iones, €l  reguis i to que establecen los arts.  163 C.E. y

35. L LOTCT gu€ exigen para que Ia cueet,ión de
inconst,itucionalidad pueda ser suscitada que la norma en cues-
t,ión posea rango de Ley, y no puede ser de otro modo, toda vez
que ei la norma carece de ese rango y 10 posee inferior corres-
ponde a Jueces y Tribunales decidir ei ae le puede t,i ldar de

cont,raria al ordenamiento jurfdico y obrar en consecuencia. Por
ello, él objeto de la cuestión planteada debe entenderse cir-
cunscr i to  a l  a r t .  L2  de  la  L .T . .

2. Asimismo, entre las exigencias de procedibil idad

figura en el art,. 35.2 LOTC que el plant,eamiento de la cueet,ión
ae haga una vez concluso eL procedimiento y dent,ro del plazo

para dict,ar Sentencia y que de la validez de la Ley cuest,ionada

dependa la resolución que haya de dictarse, det,erminando su au-

sencia la j-nadmisión del proceso de inconst,it,ucionalidad a tra-
vés det t,rfunite deL art,. 37.L de la LOTC. En est,e caso Ia duda
sobre la const i tucional idad del  ar t .  L2 de La L.T.  no ae susci-

ta en el plazo para dictar Sentencia por el órgano gue t,iene

atribuido eI conocimiento y fallo de la causa penal seguida,

sino por el i luez de Instrucción, una vez que ordenó el archivo

de las actuaciones y eI Minieterio Fiscal recurrió dicha deci-
sión, señalando en orden a la idoneidad del momento del plan-

teamiento, que dicho precepto determina la resolución del
recurso contra eI Aut,o por eI que se acordó el sobreseimiento y
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archivo de 1o actuado. La expresada argumentación, sin embatgot

no puede acogerse para justif icar la aplicación de la norma

cuestionada y la fase procesal- en que la cuestión se formula.

Al respecto cabe recordar gü€r como eete Tribunal
ha afirmado en reiteradas ocasiones, el térnino "fallo" del
art .  163 de la ConsLi tución (y del  ar t ,  35.1 de la LOTC) ha de
ser interpretado flexiblementer rro coincident,e con el más es-
tr icto de Sent,encia (SSTC 76/L952¡ 54/L983 y 55/L990, entre
ot,ras ) permitiendo cueetionar la const,it,ucionalidad de una nor-
ma legal cuya aplicación resulta imprescindible para fundamen-
tar la decieión judicial a adoptar, impidiendo asf Ia aplica-
ción direct,a de la norma legal cuya constitucionalidad se cues-
tiona siempre y cuando la falt,a de plant,eamiento de Ia cuesLión
pueda ocasionar un perjuicio irreparable a alguna de las partes

o at,entar gravement,e a la regularidad del procedimiento.

Pues bien, e1 órgano judicial promoviente ordenó el
archivo provisional de las dil igencias previas, al amparo de
los  a r ts .789 .5 .Lc  y  641 .1  de  la  LECr im. ,  po r  no  aprec ia ree  in -
dicios de conducción bajo la influencia de bebidas alcohólicas
con baee en at,estado de la Guardia Civilr €rl el que figuraba
e] resuLtado de las dos pruebas de alcoholemia practicadas y

los datos relativos al comportamiento y aspectos generales del
inculpado. La resolución del recurso de reforma int,erpuesto por

el Ministerio Fiscal contra la decisión judicial del archivo en
nada resulta afect,ada por la conformidad o disconfonnidad det
ar t .  L2  de  la  L .T .  con  los  a r ts .  t7 ,  24  y  117.3  de  la  Const i tu -
ción, en cuanto la decisión judicial debe limit,arse a determi-
nar la exist,enci-a o no de indicios suficientes de haberse come-
tido un hecho t,ipif icado como delito y, en conE¡ecuencia, con-
firmar el acuerdo de archivo o revocarlo, en su caso, para pro-

ceder con arreglo a 1o establecido en eI  ar t .  789.5e.4e de la
LECrim., por 1o que para . fundamentar la decisión judicial a
adoptar no resulta necesario Ia aplicabil idad de .Ia norma cuea-
tionada, fa cual, además, como señala eL Ministerio Fiscal¡ no
cont,iene disposición alguna que concierna a una actuación judi-
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cial penal, salvo las referenciae relativae a Ia repet,ición del
test, a efectos de contraste. De otra parte¿ tro es al Juez de

Inst,rucción, sino al órgano judicial competent,e para el conoci-
miento y fallo de la causa, en eI supuesto de que no ee proceda

a 6u archivo, a quien le corresponde la valoración de las prue-

bas pract,icadae y, por t,anto, quien ha de preciear, junto con

Lae demás pruebas que se pract,iquen, el alcance probatorio del
teet de alcoholemia y determinar si, para t,enerla en considera-
ción, t,al- prueba ha sido l levada a cabo con las neceearias ga-

ranLfasr por 1o que no puede considerare¡e oportuna la fase pro-

cesal en que la cuestión se formuLa. Asf pues, €l incurnplimien-

to de los requisitos procesales puestos de manifiesto al inicio
de est,e fundamento jurfdico det,erminan la inaünisión a trárnite
de la cuest ión eusci tada.

En razón a 1o expuesto, eI Pleno del Tribunal Cons-
titucional acuerda Ia inadmisión de la cuest,ión de
inconet,itucionalidad promovida por eI Juzgado de Instrucción
nt1m. 6 de Castellón de la Plana, en su Auto de 22 de noviembre
de 1990, contra los arts. L2 del Texto Articulado de la Ley eo-
bre Tráfico, Cj.rculación de Vehfculos a Motor y Seguridad Vial;
52 . I I ,  I I I  y  IV  de l  Cód igo  de  C i rcu lac ión  y  L ,  2  y  I  de  la  Or -
den Minist ,er ia l  de 29 de ju l io de 1981.

Madrid, a doce de febrero de ni l  novecien
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